
BOE núm. 147. Suplemento Lunes 21 junio 1993 61

de 1990 Ydel Auto de 12 de mayo de 1990 del Juzgado
de lo Social núm. 15 de Madrid. y que se reconozca
el derecho del recurrente a que se le dé trámite al recurso
de súplica interpuesto contra la Sentencia de la Sala
de lo Social del T.S.J. de Madrid de 26 de febrero
de 1990.

9. Por providencia de19 de abril de 1993 se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 3 de mayo de 1993. fecha en la que dio comienzo.
habiendo finalizado en el día de hoy.

11. Fundamentos jurídicos

1. Si bien lo que se impugna formalmente es sólo
el Auto del Juzgado de lo Social de 12 de mayo de
1990. hay· que entender que la impugnación afect¡¡ ante
todo a la providencia de dicho Juzgado de 4 de abril
anterior. de la que el Auto es sólo confirmación (STC
117/1991). En dicha providencia se inadmite el recurso
de los actores por haberlo presentado en el Juzgado
de Guardia el penúltimo día del plazo legalmente esta­
blecido. siendo así que el arl. 22 de la L.P.L. sólo autoriza
la referida presentación en el último día del plazo esta­
blecido y con las condiciones que señala.

2. El supuesto planteado en el presente recurso de
amparo es. al menos de una primera aproximación. aná­
logo al que resolviera el Tribunal en otras ocasiones
(SSTC 175/1988. 117/1991 y 83/1991). siempre en
torno a la aplicaciíon del arl. 22 de la Ley de Proce­
dimiento Laboral (Real Decreto Legislativo 1568/1980.
de 13 de junio). y en concreto con referencia al caso
de que la presentación del escrito en el Juzgado de Guar­
dia haya tenido lugar antes del dra último de un plazo
y haya sido seguida de ratificación dentro del plazo con­
ferido ante el órgano jurisdiccional al que tal escrito esta­
ba destinado. Aun dejando al margen la cuestión de
la validez constitucional de un requisito de actividad
impuesto a la parte para asegurar la comunicación entre
órganos jurisdiccionales y la celeridad del proceso. que
es cometido primordial de los propios órganos judiciales
(STC 115/1993). la doctrina del Tribunal ha venido
declarando que en supuestos como el presente la fina­
lidad de tal requisito estaba sobradamente cumplida
mediante la personación de la recurrente dentro del pla­
zo, expresiva de su voluntad de recurrir. y con la llegada
del escrito mismo. por lo que se entendió enervante
y formalista el criterio de inadmisión sustentado en tales
supuestos por el órgano judicial.

3. PerO el recurso presentado ante el Juzgado de
Guardia en este caso era el de súplica, siendo así que,
de acuerdo con el arl. 161 de la Ley de Procedimiento
Laboral de 1980, la Sentencia dictada por el Tribunal
Central de Trabajo (en este caso por el Tribunal Superior
de Madrid en virtud de lo establecido en la Ley de Demar­
cación y Planta Judicial de 28 de diciembre de 1988.
arto 38) es firme desde que se dicta, como advertía
expresamente en su parte dispositiva la misma resolu­
ción. Se trata por ello de un recurso manifiestamente
improcedente. mediante el que la parte pretendía obte­
ner la nulidad de una Sentencia firme (SSTC 52/1991.
72/1991,181/1991 y 185/1990) en contra de lo que
dispone el arl. 240.2 de la Ley Orgánica del Poder Judi­
cial. Por ello el amparo solicitado carece de cualquier
efecto útil. es decir. entrañaría una anulación de efectos
puramente formales. cuyo resultado conduciría a repro­
ducir el mismo pronunciamiento desestimatorio (SSTC
175/1990. 88/1992 y 38/1993). introduciendo asi
dilaciones indebidas en el proceso, al no ponderar el
interés de las demás partes intervinientes conforme al
arl. 24.2 C.E. Por otra parte. para que la utilización de

un recurso pueda considerarse parte integrante del con­
tenido del derecho a obtener tutela judicial efectiva. es
necesario que el recurso correspondiente venga esta­
blecido en la Ley. como señala la STC 69/1990. con
remisión a otras resoluciones anteriores (SSTC
110/1985.139/1985 y 81/1986). Si el recurso inten­
tado infructuosamente en la vía judicial es manifiesta­
mente improcedente. la demanda carece de relevancia
constitucional alguna. y el amparo solicitado debe
desestimarse.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑDLA.

Ha decidido

Desestimar el amparo interpuesto por la entidad mer­
cantil «Vavial, Sociedad Anónima». y don José Castellón
Trilles.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintisiete de mayo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmados y rubricados.

15946 Sala Primera. Sentencia 17311993. de 27 de
mayo. Recurso de amparo 1.61911990. Con­
tra Sentencia de la Sala de lo Social del Tri­
bunal Superior de Justicia de Cantabria dic­
tada en suplicación contra la del Juzgado de
lo Social núm. 3 de Santander. sobre despido.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: Inadmisión de recurso de
suplicación por falta de consignación de los
salarios de tramitación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente. don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villa Ión. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 1.619/90. inter­
puesto por el Procurador de los Tribunales don Isidoro
Argós Simón y don Rafael Torrente Ruiz en sustitución
suya -en nombre y representación de la Entidad «Agru­
pación Minera, Sociedad Anónima» (AGRUMINSA). asis­
tida del Letrado·don Agustín Bocanegra Menéndez. soli­
citando la declaración de nulidad de la Sentencia de
la Sala de la Social del Tribunal Superior de Justicia
de Cantabria, de 22 de mayo de 1990. dictada en supli­
cación contra la del Juzgado de lo Social núm. 3 de
Santander en autos núm. 447/89 sobre despido. Ha
comparecido el Procurador don lsacio Calleja García. en
nombre y representación de don Emilio Castañedo Cavia.
el Procurador don Felipe Ramos Cea. en nombre y repre-
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sentación de la Entidad mercantil CANTUR. así como
el Ministerio Fiscal. y ha sido Ponente el Magistrado
don Fernando García-Mon y González-Regueral. quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 26 de
junio de 1990 se interpuso recurso de amparo contra
la referida Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Cantabria por vulnerar el derecho
de tutela judicial efectiva sin indefensión -art. 24.1 C.E.

2. El recurso de amparo se contrae. en síntesis. a
los siguientes hechos:

a) La demanda sobre despido planteada por don
Emilio Castanedo Cavia. contra uAgrupación Minera.
Sociedad Anónima» (AGRUMINSA). y uCantur, Sociedad
Anónima», en cuyo conocimiento correspondió al Juz­
gado de lo Social núm. 3 de Santander, fue estimada
por Sentencia de 26 de septiembre de 1989, que declaró
la nulidad del despido impuesto al actor el 25 de mayo
anterior, condenando a AGRUMINSA a que le readmi­
tiera inmediatamente en las mismas condiciones que
regían con anterioridad a producirse aquél. y a que le
abonara todos los salarios dejados de percibir desde tal
despido y hasta la readmisión en forma, absolviendo
libremente a uCantur. Sociedad Anónima".

b) Contra dicha Sentencia anunció recurso de supli­
cación el 13 de octubre siguiente el señor Castanedo
Cavia. y el 23 de octubre siguiente la Entidad AGRU­
MINSA. la cual acompañó a su escrito el documento
acreditativo del depósito previo de 2.500 pesetas, mani­
festando que n¡¡ existía ninguna otra cantidad que con­
signar. pues además de que la condena consistía en
la readmisión del actor, la consignación de la cantidad
objeto de condena del arto 154 L.P.L. no era procedente
por no estar determinado en la Sentencia su quantum
líquido. El 25 de octubre siguiente presentó un escrito
en el que aclaraba que al haber acordado ya la Empresa
la readmisión del trabajador. no cabía extender la con­
signación a ningún concepto distinto de las 2.500 pese­
tas ya depositadas.

c) Tal recutso de suplicación de AGRUMINSA se
tuvo por anunciado en tiempo y forma por providencia
de 23 de octubre de 1989.

d) La anterior fue recurrida el 6 de noviembre por
el señor Castanedo Cavia, invocando que la Empresa.
además de que no le había satisfecho los salarios de
trammitación, no había consignado en el JuzgaQü tal
cantidad objeto de condena. sin que le eximiera de dicha
obligación de consignación. como pretendía, el haberle
readmitido en su puesto de trabajo.

e) Como consecuencia del traslado del recurso del
señor Castanedo a AGRUMINSA. ésta se opuso a la inad­
misión de la suplicación por escrito presentado en el
Juzgado el 1 de diciembre siguiente. En él alegó que
los repetidos salarios de tramitación habían sido aba­
nados al trabajador al finalizar el mes de noviembre,
tal y como se acreditaba con la certificación expedida
por la Caja de Ahorros Vizcaína que se adjuntaba. y
lo cual ya había sido comunicado al actor que así se
iba a efectuar por razones derivadas de hallarse infor­
matizada la contabilidad de la Empresa.

f) El Juzgado de lo Social dictó Auto el 4 de diciem­
bre de 1989 en el que, desestimando las alegaciones
formuladas por el trabajador-aotor del pleito, declaró
cumplidos los trámites legales para la admisión del recur­
so de suplicación anunciado por AGRUMINSA. Tal Auto
fue confirmado por el de13 de enero de 1990. el cual
desestimó el recurso de reposición interpuesto contra
el anterior.

g) Formalizados por el señor Castanedo y AGRU­
MINSA. sus respectivos recursos de suplicación, e impug­
nados por cada uno de ellos el del contrario --el primero
insistió en que la Empresa había pagado los salarios
de tramitación fuera del plazo--. la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Cantabria los resolvió
por Sentencia de 22 de mayo de 1990. Tal Sentencia
desestimó el recurso de suplicación interpuesto por Emi­
lio Castanedo Cavia. e inadmitió el interpuesto por AGRU­
MINSA por no cumplir lo prevenido respecto de la con­
signación de salarios de tramitación, confirmando la Sen­
tencia recurrida.

3. La representación de la solicitante de amparo
considera que la Sentencia dictada por la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justiciade Cantabria vul­
nera el derecho de tutela judicial efectiva sin indefensión
-arto 24.1 C.E.-. por cuanto la priva de su derecho a
aéceder al recurso y a obtener una resolución sobre el
fondo del asunto. como consecuencia. de un lado. de
que el Auto del Juzgado de lo Social que admitió el
recurso de suplicación era vinculante para todos, incluso
para el Tribunal Superior de Justicia -arto 151 L.P.L.
entonces vigente-, y además porque aquella Sentencia
recurrida llevó a cabo una interpretación indebidamente
formalista y desproporcionada con lo establecido en el
arto 154 de la Ley de Procedimiento Laboral (L.P.L.),
de 1980 aplicable al caso.

Se concluye suplicando se dicte Sentencia por la que
se anule la resoluó6n impugnada a fin de que se admita
a trámite el recurso de suplicación interpuesto por la
recurrente.

4. Por providencia de 29 de octubre de 1990. la
Sala Primera -Sección Primera- de este Tribunal acordó
admitir a trámite la demanda interpuesta, tener por per­
sonado y parte en nOmbre y representación de AGRU­
MINSA al Procurador señor Argós Simón. requerir el
envío de las actuaciones y solicitar el emplazamiento
de los que fueron parte en el procedimiento procedente.
a tenor de lo dispuesto en el arto 51 LOTC.

5. Recibidas las actuaciones judiciales y personados
los Procuradores don Felipe Ramos Cea y don Isacio
Calleja García, en nombre y representación. respectiva­
mente. de «Cantur. Sociedad Anónima)), y don Emilio
Castanedo Cavia. por providencia de la referida Sección
de este Tribunal. de 3 de diciembre de 1990, se acordó
acusar recibo de las actuaciones. tener a aquéllos por
personados y partes, así como por designado para la
representación de la solicitante de amparo al Procurador
don Rafael Torrente Ruiz. en sustitución del anterior. y.
de conformidad con lo preceptuado en el arto 52.1 LOTC.
otorgar un plazo común al Ministerio Fiscal y a todas
las partes personadas para que presentaran las opor­
tunas alegaciones.

6. La representación actora presentó su escrito de
alegaciones el 28 de diciembre de 1991. En él. tras
resumir los antecedentes del recurso. argumenta que
en cuanto al fondo del asunto se plantean dos aspectos
fundamentales: El primero. referente a la acreditación
de haber depositado la cantidad objeto de condena. y
el segundo. relativo a la valoración procesal que cabe
dar a la declaración de admisión de la suplicación decre­
tada definitivamente por el Magistrado a qua como con­
secuencia de des.estimar el recurso de reposición inter­
puesto.

En cuanto al primer punto. se insiste en que la garantía
exigida por el arto 154 de la L.P.L. quedó perfectamente
cumplida por la Empresa cuando, una vez readmitido
si trabajador. al finalizar el mes. le abonó el importe
'de los salarios -percepción directa que se efectuó con
su total conformidad-, y ello porque en la Sentencia
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no se determinaba el quantum, y, además, dicha con­
creción exigía llevar a cabo los correspondientes trámites
informativos. Tal percepción directa por el trabajador,
se añade, es incluso mejor garantía que la de la con­
signación en la entidad bancaria señalada en aquel pre­
cepto, por lo que los requisitos de dicho arto 154 de
la L.P.L. han de estimarse total y absolutamente cum­
plidos.

Respecto a la segunda de las cuestiones, se reitera
también que en virtud de lo dispuesto en el arto 151
de la L.P.L., el Auto resolutorio del recurso de reposición
-dictado por el Magistrado a quo- tenía carácter de
cosa juzgada, y contra él no cabía recurso alguno, ni
aun ante el órgano superior -excepto el de responsa­
bilidad del Magistrado-, por lo que el Tribunal Superior
de Justicia carecía de facultades para llevar a cabo la
inadmisión de la suplicación por falta de consignación,
fálta que, en todo caso, era subsanable, y fue subsanada
desde el momento en que el trabajador percibió la can­
tidad correspondiente.

Por todo lo anterior, se concluye suplicando se dicte
Sentencia en la que se otorgue el amparo.

7. En el escrito de alegaciones de la representación
de don Emilio Castanedo Cavia se comienza manifes­
tando que como en el recurso de suplicación formulado
por dicha parte se alegó la inadmisión del recurso inter­
puesto por AGRUMINSA, el Tribunal Superior de Justicia
resolvió sobre dicha cuestión con competencia plena
para ello. Lo anterior, además, no causó indefensión a
la solicitante de amparo, quien tuvo ocasión en dos trá­
mites procesales -en el recurso de reposición y en la
impugnación al recurso de suplicación-, de alegar lo
que a su derecho convino sobre la inadmisión de la repe­
tida suplicación.

El fundamento de derecho primero de la Sentencia
impugnada, se añade, explica suficientemente las razo­
nes legales que llevaron a la declaración de inadmisión
del recurso, alegaciones que resultan incuestionables a
la luz del arto 154 de la L.P.L. Por todo ello, se concluye,
se suplica se dicte Sentencia desestimando el recurso
de amparo.

8. El Ministerio Fiscal. en sus alegaciones presen­
tadas el 2 de enero de 1992, tras efectuar un resumen
de los hechos, parte del dato de que la razón esgrimida
por la Sentencia impugnada para fundamentar la inad­
misión de la suplicación se apoyaba en que AGRUMINSA
había dejado de consignar en tiempo y forma la cantidad
objeto de condena, tal y como preceptuaba el arto 154
de la L.P.L. entonces vigente. Y alega que tras e) examen
de las actuaciones, quedan claras las siguientes reflexio­
nes: a) Que la Sentencia dictada por la Magistratura no
cuantificó el importe debido de salarios de tramitación;
b) Que ninguna de las partes interesó su aclaración; c)
Que AGRUMINSA, al anunciar la interposición de la supli­
cación, consignó el depósito legal de 2.500 pesetas pero
no la cantidad objeto de condena, esgrimiendo, como
razón, que en la Sentencia no se había consignado can­
tidad líquida alguna; d) Que la Magistratura de Trabajo,
de manera insólita, dio por buena la inactividad con­
signatoria de AGRUMINSA, incluso antes de que ésta
manifestara que había satisfecho directamente en nómi­
na tal suma al trabajador; e) Que el trabajador denunció
que aquélla no había cumplido las exigencías del
art. 154 de la L.P.L.; y f) que AGRUMINSA contestó argu­
yendo el abono directo en la nómina a pagar al trabajador
a fines de noviembre.

Del anterior relato fáctico, continúa el Ministerio Fis­
cal, se deduce el claro propósito inicial de la soliCitante
de amparo de no consignar la cantidad objeto de con­
dena -ni el cálculo de la cantidad a depositar podía
ser tan dificultoso, cuando un mes después la propia

Empresa pagó aquélla directamente al trabajador, ni
.AGRUMINSA podía desconocer el contenido real del
arto 154 L.P.L. puesto que litigaba con asistencia letra­
da-, deduciéndose, asimismo, que la recurrente no jus­
tificó que comunicara al trabajador, con anterioridad al
30 de noviembre de 1990, que iba a pagarle la cantidad
objeto de condena. Es más, la actividad procesal de
AGRUMINSA demostraba que entendía que no debía
realizar dicha consignación.

De otra parte y en cuanto a la censurable y errónea
actuación procesal de la Magistratura de Trabajo a quo
-que tuvo por anunciado el recurso a pesar de no efec­
tuarse el depósito- ésta no parece que sea suficiente
para sanar la inactividad consignatoria de AGRUMINSA.
pues dicha Empresa litigaba asistida por Letrado, no soli­
citó la aclaración del fallo y tal exigencia de consignar
se desprendía de la naturaleza del referido fallo. Aunque
ante las afirmaciones de la recurrente la Magistratura
de Trabajo debió de ofrecer a aquélla la oportunidad
de subsanar su error, tal actividad negligente del Juzgado
no puede considerarse que incidiera de forma esencial
en la errónea conducta procesal de AGRUMINSA. Por
todo lo anterior, el Ministerio Fiscal concluye interesando
se dicte Sentencia en la que se acuerde denegar el ampa­
ro solicitado por entender que la resolución judicial
recurrida no ha vulnerado el arto 24.1 de la Constitución.

9. En su escrito de alegaciones, que tuvo entrada
en este Tribunal también el 2 de enero de 1990, la
representación de la Entidad CANTUR argumentó que
la Sentencia recurrida se--encontraba ajustada a Derecho
y no existía ningún tipo de infracción que pudiera dar
lugar al recurso de amparo interpuésto.

10. Por providencia de 24 de mayo de 1993 se
señaló para deliberación y votación de esta Sentencia
el día 27 siguiente.

11. Por providencia de 25 de mayo siguiente se
tuvo por designada a la Procuradora señora Mijancos
Gurruchaga, en sustitución del Procurador señor Torren­
te Ruiz por baja en el ejercicio de la profesión del mismo.

11. Fundamentos jurídicos

1. La Entidad demandante de amparo impugna la
Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Cantabria, de 22 de mayo de 1990, en
cuanto inadmite el recurso de suplicación «por no cum­
plir lo prevenido respecto de la consignación de salarios
de tramitación», fundamentándose en que el abono
directo de dichos salarios al trabajador del modo en que
se había efectuado, suponía un medio extraño y anormal.
inadmisible por conculcar las formalidades procesales
contenidas en el art. 154 de la L.P.L. entonces vigente
en cuanto a forma y plazos.

A juicio de la recurrente la Sentencia ha vulnerado
su derecho de tutela judicial efectiva sin indefensión
-arto 24.1 C.E.- desde una doble perspectiva: Primero
porque el Auto que había dictado el Magistrado de Tra­
bajo a quo admitiendo el anuncio del recurso de supli­
cación, como era resolutorio de un recurso de reposición,
producía efectos de cosa juzgada según lo dispuesto
en el arto 151 de la antigua L.P.L y en consecuencia
no podía ser recurrido, ni aun ante el órgano superior,
más el T.S.J. de Cantabria, desoyendo tal irrecurribilidad,
había modificado indebidamente aquel pronunciamiento.

y en segundo lugar, porque la Sentencia impugnada
le había privado de su derecho de acceder a los recursos
legalmente previstos y a obtener una resolución sobre
el fondo, en virtud de una inte'pretación excesiv2mente
formalista y desproporcionadA de lo establecido en el
arto 154 ele la L.P.L. de 1980.
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El Ministerio Fiscal, en cambio, señala que atendiendo
a la conducta procesal de la Entidad AGRUMINSA, pues­
ta de manifiesto tras el análisis de las actuaciones judi­
ciales -que evidencian que su propósito, al menos ini­
cialmente, fue el de no consignar-, los argumentos esgri­
midos por la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia
de Cantabria para inadmitir el recurso de suplicación
no fueron ni excesivamente rigurosos ni desproporcio­
nados, sino adecuados a las exigencias del arto 24.1 C.E.

2. La primera de las quejas alegadas en el recurso
de amparo no puede prosperar. De un lado, porque ni
el derecho de tutela judicial efectiva ni ningún otro dere­
cho fundamental imponen al órgano judicial que resuelve
un asunto en grado superior la vinculación a lo resuelto
por el órgano judicial de instancia, pues ello le privaría
de las facultades revisoras que le corresponden; y de
otro, porque el problema de si un Tribunal Superior de
Justicia es competente para revocar la decisión de un
Juzgado de lo Social de tener por anunciado el recurso
de suplicación, es una cuestión de legalidad ordinaria
y que, por tanto, compete en exclusiva a los órganos
judiciales. El cumplimiento de los requisitos procesales
es un tema de orden público, cuyo control. en modo
alguno, puede negarse al Tribunal Superior que tiene
competencia para conocer y resolver los recursos que
ante el mismo se interpongan. El Tribunal Superior de
Justicia no está vinculado por las decisiones que haya
adoptado, en tal materia, el órgano judicial de instancia
cuya resolución es objeto del recurso, máxime cuando
es el propio recurrente el que expresamente pone en
conocimiento del Tribunal Superior -en el escrito de
impugnación al recurso formulado por la contraparte-

. el incumplimiento de los requisitos que condicionan la
válida y eficaz interposición del recurso de suplicación.

3. La segunda cuestión planteada consiste, una vez
más, en determinar si la decisión del Tribunal Superior
de Justicia de inadmitir el recurso de suplicación por
incumplimiento del requisito legal de la consignación
de la cantidad objeto de condena -en el presente caso
los salarios de tramitación-, establecido en el art. 154
de la L.P.L., ha vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva por una interpretación formalista, enervante y
desproporcionada contraria al ejercicio del derecho
fundamental.

Este Tribunal. partiendo de la consolidada y muy rei­
terada doctrina de que el derecho de tutela judicial efec­
tiva se satisface con una decisión fundada en Derecho
que puede ser de inadmisión cuando se den las circuns­
tancias a las que se liga en la ley tal tipo de resolución,
ha tenido ocasión de declarar, también en múltiples oca­
siones -a parir de la STC 3/1983- que la obligación
de consignar el importe de la condena para que pueda
tenerse por anunciado y admitirse el recurso de supli­
cación en el orden laboral -arto 154 de la L.P.L.-, no
es una carga que pueda estimarse lesiva del referido
derecho del art. 24.1 C.E" siempre que tal exigencia
se haga valer por los Tribunales de modo proporcionado
y a la uz de la ratio de esa carga, que no es otra que
la de asegurar la seriedad de los recursos, evitando posi­
bles maniobras dilatorias en su planteamiento, y asegurar
el posterior cumplimiento de la rsolución judicial que
se pretende impugar-en este sentido SSTC 162/1986,
85/1989,91/1991 y 247/1991, entre otras muchas-o

4. El pronunciamiento respecto al supuesto plan­
teado en el presente recurso de ámparo exige dejar cons­
tancia de los siguientes antecedentes fácticos que resul­
tan de la atenta lectura rle las actuaciones judiciales:
1) Que la Sentencia del Juzgado de lo Social. al final

de su parte dispositiva, tras indicar que contra ella cabía
recurso de suplicación en el plazo de cinco días a partir
de su notificación, añadía que era ({indispensable que
si el que recurre es el responsable de la condena, acredite
haber consignado la cantidad importe de la misma en
el Banco de España... y el depósito de 2.500 pesetas,
sin cuyos requisitos no podrá tenerse por anuncido el
recurso y quedará firme la Sentencia»; 2) Que la soli­
citante de amparo, tanto en su escrito de anuncio del
recurso de suplicación, como en el de aclaración de é.ste,
presentados a finales de octubre de 1989, expresamente
hizo constar que ingresaba el depósito de las 2.500 pese­
tas, pero no la cantidad objeto de condena -los salarios
de tramitación-, por no estar determinada su cuantía
líquida en la Sentencia y por no ser procedente en virtud
de producirse la readmisión del trabajador en su puesto
de trabajo; 3) Que no es hasta el 1 de diciembre siguiente
cuando la recurrente pone de manifiesto ante el Juzgado
haber satisfecho directamente al señor Castanedo Cavia
los referidos salarios de tramitación, abono que se acre­
dita efectuado, a través de certificación bancaria, el 30
de noviembre de 1989 -se invocan problemas de tra­
mitación informática-; 4) Y que el señor Castaneda en
todo momento alegó -en el incidente del Juzgado sobre
admisión o no de la suplicación, en el recuso de repo­
sición contra el Auto resolutorio de dicho incidente, y
también en el trámite de la suplicación- que la Empresa
no había consignado en tiempo y forma el importe de
los salarios de tramitación objeto de'la condena.

5. Es cierto que este Tribunal. a través de reiterada
jurisprudencia, ha flexibilizado las exigencias derivadas
de lo previsto en el art. 154 de la antigua L.P.L., y así,
en determinados supuestos, ha permitido la subsanación
de irregularidades producidas en la justificación de las
consignaciones, siempre que no se produzca daño ni
para terceros ni para el desarrollo del proceso. Deben
señalarse, en tal sentido, los errores o defectos en la
cuantía -SSTC 162/1986, 95/1989, 176/1990 y
91/1991-, la omisión del depósito no obtante consignar
el importe de la condena -STC 2/1989-, la incorrecta
designación del órgano judicial a cuyo favor se efectúa
la consignación -SSTC 53/1983, 95/1983 y
96/1983- o los errores en la consignación inducidos
por el órgano judicial-STC 43/1983-.

Esta tendencia a permitir la subsanación de defectos
en la consignación ha sido también plasmada legisla­
tivamente en nuestro ordenamiento procesal laboral, a
través del nuevo arto 192.3 de la Ley de Procedimiento
Laboral de 27 de abril de 1990, el cual permite otorgar
un plazo para subsanar, entre otros, los «defectos u omi­
siones consistentes en la insuficiencia de consignar la
condena o de asegurarla».

Ahora bien, una cosa son los supuestos de defectuoso
o erróneo cumplimiento de la consignación, en los que
la parte en ningún momento se muestra contraria al
cumplimiento de dicho requisito, o aquellos otros que
permiten una reinterprefación a la luz de los principios
constitucionales, que son ~ los que se refiere la juris­
prudencia constitucional reseñada, y otra cosa radical­
mente distinta, a la que procede otorgar efectos también
opuestos, es el total incumplimiento de la obligación
de consignar. En este segundo caso, en el que hay inexis­
tencia de actividad consignatoria, y no sólo insuficiencia,
no cabe la subsanación, ya que no puede dejarse al
arbitrio de la parte la ampliación del palzo de cinco días
previsto en el repetido precepto de la antigua Ley de
Procedimiento Laboral como indispenable para anunciar
la interposición del recurso.
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Pues bien. esto último es lo acontecido en el caso
que ahora nos ocupa, y ello porque según se desprende
de las actuaciones. no cabe ninguna duda de que. tal
y como pone de manifiesto el Ministerio Fiscal. la con­
ducta inicial de la solicitante de amparo fue la de no
consignar la cantidad objeto de la condena, pues según
refirió en sus escritos, consideraba que la readmisión
del trabajador en su puesto de trabajo suplía aquella
obligación. y que tal consignació(1. además. era de impo­
sible ejecución por no cuantificarse su importe en la
Sentencia. No fue hasta transcurrido más de un mes
-el 1 de diciembre de 1989- desde su anuncio del
recurso de suplicación cuando acreditó ante el Juzgado
que había pagado. el día anterior, los salarios de tra­
mitación y de un modo distinto al legalmente previsto.
es decir, mediante abono directo en una cuenta corriente
a nombe del trabajador.

La demandante no tenía por qué dudar de la exigencia
de tal requisito de consignación dentro de plazo, ya que
aunque el Juzgado de lo Social admitió, en un primer
momento. su anuncio del re'curso sin consignación coe­
tánea. aquella obligación se desprendía claramente de
la Sentencia, siendo de inexcusable cumplimiento para
ella puesto que al haber intervenido en las actuaciones
con la asistencia de Letrado. la diligencia procesal exi­
gible a éste le imponía el conocimiento .del exacto con­
tenido -formalidades de tiempo y foma- del precepto.
legal que regulaba la repetida consignación.

Su desconocimiento del quantum de la condena. por
último. tampoco es un argumento que pueda sostenerse.
y ello porque cuando abonó posteriormente al señor Cas­
tanedo los salarios de tramitación debidos. no tuvo nin­
guna dificultad en cuantificar el importe objeto de la
condena.

6. De cuanto antecede ha de concluirse que la deci­
sión del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria de
inadmitir el recurso de suplicación por no cumplir lo
prevenido en el art. 154 de la L.P.L. respecto de la con­
signación de los salarios de tramitación. no puede con­
siderarse, como pretende la demandante de amparo. pro­
ducto de un formalismo incompatible con el acceso a
la jurisdicción. Aquella decisión. por el contrario. es con­
forme con las exigencias derivadas del derecho de tutela
judicial efectiva del arto 24.1 C.E.. al no permitir dejar
al arbitrio y disponibilidad de la parte la ordenación tem­
poral a la que han de someterse los requisitos procesales
para la admisión de los recursos. cuyo control corres­
ponde a los Tribunales que han de conocer de los
mismos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el ampa"ro solicítado por la Entidad «Agru­
pación Minera, Sociedad Anónima».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de mayo de mil nove­
cientos noventa V tres.--Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
ión.-Firmados y rubricados.

15947 Sala Primera. Sentencia 174/1993. de 27 de
mayo. Recurso de amparo 1.897/1990. Con­
tra Autos dictados por el Juzgado de Instruc­
ción núm. 1 de Huesca. sobre autorización
de entrada en domicilio. y contra el de la
Audiencia Provincial de Huesca. que confirmó
en apelación los anteriores. Supuesta vulne­
ración de los derechos fundamentales garan­
tizados en los arts. 18.2 y 19 de la CE y
del arto 24 que garantiza la interdicción de
indefensión.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente, don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.897/90. interpuesto
por don Antonio Claver Lacasa. representado por el Pro­
curador don Eduardo Muñoz-Cuéllar Pernía y asistido
por el Letrado don José Manuel Marraco Espinos, contra
los Autos de 16 de marzo y 9 de abril de 1990. dictados
por el Juzgado de In~trucción núm. 1 de Huesca. sobre
autorización de entrada en domicilio. y cortra el Auto
de 21 de junio de 1990 de la Audiencia Provincial de
Huesca. que confirmó en apelación los anteriores. Han
sido partes el Ministerio Fiscal y el Ayuntamiento de
Huesca, representado por el Procurador don José
Manuel de Dorremochea Aramburu. Ha sido Ponente
el Magistrado don Pedro Cruz Villalón. quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 19 de julio de 1990 y que tuvo entrada en el Registro
de este Tribunal el 21 de julio siguiente. el Procurador
de los Tribunales don Eduardo Muñoz-Cuéllar Pernía. en
nombre y representación de don Antonio Claver Lacasa.
interpone recurso de amparo contra los Autos de 16
de marzo y 9 de abril de 1990 del Juzgado de Instrucción
núm. 1 de Huesca. sobre autorización para la entrada
en domicilio y contra el Auto de la Audiencia Provin­
cial de 21 de junio de 1990. que los conformó, por
presunta vulneración de los derechos garantizados en
el art. 24 C.E.

2. Los hechos que han dado origen al presente
recurso de amparo son. en síntesis. los siguientes:

a) El Ayuntamiento. con fecha 16 de marzo de
1990. solicitó la autorización judicial prevista en el arto
87.2 L.O.P.J. para la entrada de personal técnico y de
obras en el edificio propiedad del recurrente en amparo.
con el fin de realizar unas obras de rehabilitación en
el mismo.

b) El Juzgado de Instrucción numo 1 de Huesca con­
cedió la autorización solicitada. por Auto de 16 de marzo
de 1990.

c) El 23 de marzo de 1990. el hoy recurrente en
amparo recibió un escrito del Ayuntámiento de Huesca
por el que se le comunicaba que en breves fechas se
procedería a entrar en el edificio de su propiedad, para
realizar obras de rehabilitación. y que contaba para ello
con la autorización del Juzgado de Instrucción cuyo Auto
se acompañaba con la notificación del Ayuntamiento


